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REQUISITOS PROCESO EJECUTIVO LABORAL/ GARANTÍA MÍNIMA DE PENSIÓN (Artículo 35 de la Ley 100 de 1993-/ DENEGADO MANDAMIENTO DE PAGO/ TÍTULO EJECUTIVO INCUMPLE REQUISITOS FORMALES / EXCEPCIÓN DE MÉRITO –Prejudicialidad-/ REVOCA.

En este sentido, entendiendo que por disposición de la Ley, en casos como el que nos ocupa, la obligación cobrada no está contenida en documento que provenga del deudor, no existe razón para exigir instrumentos adicionales al acto administrativo que concede la garantía de pensión mínima, aduciendo falta de requisitos formales del título de recaudo, por el hecho de que el mismo no le es exigible a Colfondos, pues como viene de verse, es claro que a cargo de dicho fondo se encuentra el pago de la pensión de vejez, una vez se reconoce el beneficio que para tal efecto otorga el Estado.

Es más, nótese como el fondo en momento alguno cuestionó el título ejecutivo o su obligación de pagar la prestación, sino que ha fundamentado su defensa en la existencia de un proceso previo que se encuentra en curso, en el cual fue reconocida la pensión de invalidez a favor del actor.

En ese orden de ideas, encontrando que no existe mérito para cuestionar la conformación del título judicial, la decisión de primer grado será revocada y en su lugar se ordenara continuar con el trámite pertinente, esto es resolver la “prejudicialidad”, que como excepción de mérito formuló el ejecutado.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintidós de agosto de dos mil dieciocho

Acta número ___ de 22 de agosto de 2018

En la fecha, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación presentado por el señor Luis Alberto Medina Ángel contra el auto proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad el día 22 de junio de 2018, dentro del proceso ejecutivo laboral que adelanta en contra de Colfondos, cuya radicación corresponde al número 66001-31-05-001-2014-000498-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

En este estado de la diligencia, se le corre traslado a las partes con el propósito de que si lo consideran necesario presenten sus alegatos de conclusión en un lapso de 5 minutos, término que considera la Sala prudente para el efecto de conformidad con lo previsto en el parágrafo 2º del artículo 42 del C.P.T.

Oídas las argumentaciones de las partes y como quiera que los aspectos propuestos por ellas fueron tenidos en cuenta al momento de discutir el proyecto presentado por el ponente procede la Sala a resolver lo que es materia del recurso, teniendo en cuenta para ello los siguientes:
ANTECEDENTES

Presentando como título ejecutivo la Resolución No 11575 del 4 de octubre de 2013, expedida por la Jefatura de la Oficina de Bonos Pensionales, por medio de la cual le fue reconocida la garantía de pensión mínima, el señor Luis Alberto Medina Ángel solicitó a la justicia laboral librar mandamiento de pago en contra de Colfondos Pensiones y Cesantías, entidad encargada del pago de la pensión de vejez.
En auto de fecha 29 de septiembre de 2014 el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira libró mandamiento de pago a su favor y en contra del citado fondo, por las mesadas causadas desde el 2 de marzo de 2012 hasta que se verifique el pago, en cuantía de un salario mínimo legal mensual vigente; por los intereses legales y las costas generadas en el proceso ejecutivo.  Cómo medida previa fue decretado el embargo y secuestro de los dineros a nombre de la ejecutada en el Banco Popular.
Perfeccionadas las medidas previas decretadas, el día 8 de julio de 2016, Colfondos fue notificado del auto que libró mandamiento de pago, concediéndole el término de cinco (5) días para pagar o diez (10) días para proponer excepciones.  En escrito presentado en el Juzgado el 25 de julio de 2016, como argumento defensivo, solicitó que se declarara probada la excepción de “Prejudicialidad”, fundamentada en la existencia del proceso ordinario laboral que entre las mismas partes se adelantaba ante el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, a través del cual le fue otorgada la pensión de invalidez al actor y cuyo trámite se está surtiéndo ante la Sala de Casación Laboral, con ocasión al recurso extraordinario de casación interpuesto contra la sentencia que confirmó el reconocimiento pensional.

En providencia de fecha 17 de agosto de 2017, el juzgado no accedió a la suspensión del proceso por Prejudicialidad, decisión contra la cual fueron interpuestos los recursos de reposición y en subsidio apelación, siendo el primero resuelto sin éxito y el segundo concedido en el efecto suspensivo ante esta Corporación.
Una vez arribó el expediente a esta Sede en auto de 28 de noviembre de 2017, la Sala de Decisión No 2º, en su antigua conformación, declaró la nulidad de lo actuado en el proceso a partir del auto dictado el 24 de enero de 2017, dado que la excepción formulada por la ejecutada, debió resolverse en audiencia y no mediante auto, como lo hizo el juzgado, con independencia de que éste considerara que la “Prejudicialidad”, no tenía naturaleza de excepción, pues ya había decidido darle el trámite de tal.
Una vez retornó el expediente al Juzgado de origen, éste programó fecha y hora para llevar a cabo la audiencia pública en la que sería resuelto el medio exceptivo formulado por Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías.
En audiencia celebrada el 22 de junio de 2018, consideró que antes de pronunciarse sobre la prejudicialidad propuesta por la ejecutada, debía analizarla nuevamente la validez y exigibilidad del título ejecutivo para verificar sí éste cumple con los presupuestos establecidos en el artículo 422 del Código General del Proceso.

La funcionaria, luego de hacer alusión al concepto de título complejo, determinó que en presente asunto, para que se cumpla con lo preceptuado en la citada norma, la resolución No 11575 de 2013 debía acompañarse con los documentos que soporten la actuación del fondo mediante la cual se obtuvo la decisión contendida en dicho acto administrativo, pues aunque el mismo constituye plena prueba del beneficio de la garantía de pensión mínima y la orden de pago a favor de Medina Ángel, al no provenir del ejecutado resulta inviable librar el mandamiento de pago, por lo que procedió a dejar sin efecto el auto que accedió a ello, para en su lugar denegar la orden de pago pretendida, disponiendo de paso, el levantamiento de las medidas cautelares, la devolución de la demanda y el archivo del expediente.
Inconforme con la decisión, la parte ejecutante la recurrió en reposición y subsidiariamente en apelación, señalando en primer lugar que el motivo que convocó a las partes a audiencia se limitaba única y exclusivamente a resolver la prejudicialidad invocada por el ejecutado y no a definir la validez del título judicial, así se traiga a colación jurisprudencia de la Sala de Casación Civil para avalar el control que se hace sobre los requisitos formales del documento que sirve de recaudo. 
Respecto a este último tópico indicó que la garantía de pensión mínima es una prestación cuyo reconocimiento difiere del trámite que se adelanta respecto a las pensiones tradicionales como son vejez, invalidez o sobrevivientes, dado que aquélla la otorga el Estado a través de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, pero por disposición de la Ley 100 de 1993 el pago debe hacerlo la administradora del fondo de pensiones.

Considera entonces que el titulo judicial en este caso se encuentra bien conformado, en tanto que se trata de una resolución expedida por la dependencia competente, debidamente ejecutoriada, ya que no fue recurrida por Colfondos, en la que se reconoce una garantía a su favor, cuyo pago está a cargo de la aquí ejecutada, en calidad de administradora de la cuenta de ahorro individual de la cual es titular y a la que deben ingresar recursos de origen público, que van a garantizar el cumplimiento de la obligación, por lo tanto, estima que la decisión tomada por la a quo debe reponerse.
El juzgado justificó su decisión en el hecho de que el funcionario judicial está facultado para revisar la validez del título judicial en cualquier etapa del proceso ejecutivo y con mayor rigor al momento de resolver la excepciones formuladas, pues esta decisión es entendida como la sentencia en el proceso ejecutivo, dado que tiene la virtualidad de permitir la continuidad o terminar el trámite.
Respecto a la validez del título judicial insistió en el argumento expuesto al momento de dejar sin efecto el auto que libró mandamiento de pago, aclarando que la decisión no se fundamenta en desconocer la obligación que se encuentra a cargo de Colfondos como administrador de la cuenta de ahorro individual del actor, sino en la necesidad de constituir debidamente el documento que servirá como recaudo, el que denomina título complejo y que está compuesto por la Resolución expedida por la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, por medio de la cual se reconoce la garantía de pensión mínima y por los instrumentos que den cuenta de las actuaciones adelantadas por el fondo privado en cumplimiento con lo dispuesto Decreto 832 de 1996. 
De conformidad con dicho análisis, decidió no reponer la providencia impugnada y conceder, en el efecto suspensivo el recurso de apelación oportunamente formulado.
Encontrándose el expediente en esta instancia, procede la Sala de Decisión Laboral No 3º a decidir lo pertinente, previas las siguientes

CONSIDERACIONES:

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente:

PROBLEMA JURÍDICO

¿Qué documentos conforman el título ejecutivo por medio del cual se solicita el pago de la pensión de vejez que requiere el reconocimiento por parte del Estado de la Garantía de Pensión Mínima?
Para resolver el interrogante planteado en el caso concreto, la Sala estima pertinente hacer las siguientes precisiones:

1. PRESUPUESTOS PARA INICIAR UN PROCESO EJECUTIVO LABORAL

De la interpretación armónica que se hace de los artículos 100 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y 422 del Código General del Proceso, en virtud a la analogía autorizada por el Art. 145 de aquel estatuto procesal, se infiere que podrá exigirse, mediante el proceso ejecutivo laboral, el cumplimiento de toda obligación clara, expresa y exigible, originada en una relación de trabajo, que conste en documento proveniente del deudor o que emane de una decisión judicial o arbitral, que se encuentre en firme.

2. DEL LA GARANTÍA DE PENSIÓN MÍNIMA. 

Concebida como un beneficio especial del régimen de ahorro individual, la garantía de pensión mínima consiste en el aporte que hace el Estado a favor de aquéllos afiliados que, habiendo alcanzado la edad mínima para pensionarse y contar con 1150 semanas cotizadas o más, no han alcanzado a generar la pensión mínima de que trata el artículo 35 de la Ley 100 de 1993, procediendo entonces el Gobierno Nacional a completar la parte que hace falta para obtener dicha prestación.
Respecto al trámite que debe surtirse para que sea concedido este beneficio, el artículo 4º del el Decreto 832 de 1996, por medio de la cual se reglamentó parcialmente la Ley 100 de 1993, modificado por el Decreto 142 de 2006, establece que su reconocimiento está a cargo de la Oficina de Obligaciones Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, para lo cual se requiere información de la AFP o aseguradora, entidades que según el artículo 83 de la Ley 100 de 1993, les corresponde adelantar los trámites para que se concrete la garantía de pensión mínima.

En el artículo 9 ibídem se determina que: 

“cuando la AFP verifique, de acuerdo con los anteriores cálculos, que un afiliado que ha iniciado los trámites necesarios para obtener la pensión de vejez reúne los requisitos para pensionarse contenidos en el artículo 64 de la misma, pero el saldo en su cuenta individual es menor que el Saldo requerido para una Pensión Mínima, incluido el valor del bono y/o título pensional, iniciará los pagos mensuales de la respectiva pensión con cargo a la cuenta de ahorro individual, previo reconocimiento de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público del derecho a la garantía de pensión mínima (…)”.

3. CASO CONCRETO
De acuerdo con los antecedentes reseñados, se tiene que el ejecutante reprocha la decisión de primer grado de dejar sin efecto el auto que libró mandamiento de pago, para en su lugar denegarlo, bajo el argumento de que para constituir el titulo ejecutivo se requiere que a la Resolución de reconocimiento de la garantía mínima de pensión proferida por la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, la acompañen los documentos que acrediten la actuación previa de Colfondos tendiente a que la citada dependencia expidiera el acto administrativo correspondiente y que se encuentra reseñada en el Decreto 832 de 1996, modificado por el Decreto 142 de 2006.

Ciertamente, tal como lo señala la falladora de instancia, el documento que sirve como título de recaudo corresponde a un acto administrativo que no proviene del deudor, pero no por ello deja de contener una obligación clara, expresa y exigible a cargo de Colfondos Pensiones y Cesantías S.A. como pasa a explicarse.

Como bien lo refiere el recurrente, la garantía de pensión mínima es un beneficio que no sigue las reglas establecidas para conceder las pensiones de invalidez, vejez y sobrevivientes o la indemnización sustitutiva de cualquiera de estas prestaciones, pues mientras en éstas el reconocimiento y el pago concurren en la administradora de fondos de pensiones, la primera es reconocida por el Estado, constituyéndose en el último paso para que se inicie el pago de la pensión mínima a cargo del fondo privado.
Veamos, el artículo 65 de la Ley 100 de 1993, en desarrollo del principio de solidaridad, sitúa en cabeza de Gobierno Nacional la obligación de completar el capital necesario para los afiliados que al arribar a 57 años de edad en el caso de las mujeres o 62 años de edad si se trata de hombres y no han generado la pensión mínima, puedan acceder a esta prestación.

Ahora bien, el Decreto 832 de 1996, modificado por el Decreto 142 de 2006 reguló el trámite que debe adelantase para que tal beneficio opere en favor del afiliado, el cual comienza con la solicitud pensional a cargo éste y el posterior análisis del fondo de pensiones respecto al cumplimiento de los requisitos exigidos en el artículo 64 de la Ley 100 de 1993 y la existencia del capital necesario para cubrir por lo menos la pensión mínima.
En el evento que el capital no resulte suficiente, pero el afiliado acredite un total de 1150 semanas, le corresponde al fondo adelantar los trámites ante la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para que proceda a reconocer a favor del peticionario la garantía de pensión mínima, beneficio que una vez se concede da lugar al pago de la prestación a cargo del fondo privado.

Como puede colegirse del procedimiento legal establecido, la actuación de la dependencia encargada de reconocer el beneficio que permitirá completar el capital necesario para que el afiliado acceda a la pensión mínima, no se despliega si no media la intervención del fondo de pensiones, quien sólo requiere de la decisión de la primera para iniciar el pago de la prestación a favor del ejecutante.  En otras palabras, sin la actuación del fondo no es posible que se profiera una Resolución de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público que reconozca la garantía de pensión mínima.

De acuerdo con lo aquí decantado el argumento del juzgado de considerar que para cobrar la obligación generada a cargo del fondo de pensiones debe constituirse un título complejo, queda sin fundamento en la medida en que no se requiere de los documentos que demuestren la actuación de Colfondos previa a la intervención del Estado, porque la misma se subsume con la expedición del acto administrativo que reconoce la garantía de pensión mínima a favor del señor Medina Ángel.
Es más, estima la Sala que el análisis de la falladora de primer grado pasó por alto el estudio de la Resolución No 11575 de 2013 expedida por la Jefatura de la Oficina de Bonos Pensionales, ya que en ella se reseña la acreditación de los requisitos por parte del beneficiario y actuación de previa de Colfondos Pensiones y Cesantías, ceñida a las disposiciones legales que regulan el asunto.
En este sentido, entendiendo que por disposición de la Ley, en casos como el que nos ocupa, la obligación cobrada no está contenida en documento que provenga del deudor, no existe razón para exigir instrumentos adicionales al acto administrativo que concede la garantía de pensión mínima, aduciendo falta de requisitos formales del título de recaudo, por el hecho de que el mismo no le es exigible a Colfondos, pues como viene de verse, es claro que a cargo de dicho fondo se encuentra el pago de la pensión de vejez, una vez se reconoce el beneficio que para tal efecto otorga el Estado.
Es más, nótese como el fondo en momento alguno cuestionó el título ejecutivo o su obligación de pagar la prestación, sino que ha fundamentado su defensa en la existencia de un proceso previo que se encuentra en curso, en el cual fue reconocida la pensión de invalidez a favor del actor.
En ese orden de ideas, encontrando que no existe mérito para cuestionar la conformación del título judicial, la decisión de primer grado será revocada y en su lugar se ordenara continuar con el trámite pertinente, esto es resolver la “prejudicialidad”, que como excepción de mérito formuló el ejecutado.

Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR el auto proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el día 22 de junio de 2018.
SEGUNDO: ORDENAR al Despacho de primer grado, continuar con el trámite de la presente acción ejecutiva.

Sin costas en esta Sede.

Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES   ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
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